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Los marcos conceptuales y 
prácticos con los que se ha 
abordado la crisis climática y 
civilizatoria pueden dividirse 
entre aquellos que buscan rea-
firmar las estructuras e institu-
ciones políticas existentes, y las 
visiones transformativas que 
buscan un cambio profundo.

Las consecuencias de entender 
la energía como una mercan-
cía son perceptibles en la rápi-
da proliferación de conflictos 
socio-ecológicos, así como en 
los asesinatos de defensoras y 
defensores ambientales.

El objetivo de este documento 
es brindar un insumo práctico 
que informe sobre las principa-
les discusiones, tendencias y 
prospectivas en torno a la tran-
sición energética en América 
Latina y el Caribe. Las propues-
tas que contiene se elaboraron 
con base en una visión trans-
formativa.
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Introducción

La actual crisis climática y civilizatoria se ha abordado desde varios marcos conceptuales y prác-
ticos en América Latina y el Caribe (ALyC). Dichos marcos pueden dividirse en dos visiones gene-
rales. Por un lado, aquellos que solo buscan reafirmar las estructuras e instituciones políticas 
existentes, y pretenden realizar reformas y modificaciones superficiales. Por otro lado, existen 
visiones transformativas donde se busca que las instituciones sociales, políticas y económicas, sus 
principios y marcos conceptuales sean modificados de raíz para generar un cambio profundo 
(Fraser, 2003). Este documento y las propuestas que contiene se elaboraron con base en una 
visión transformativa, en línea con el Proyecto Regional Transformación Social-Ecológica en 
América Latina de la Fundación Friedrich Ebert (Friedrich-Ebert-Stiftung, FES).

La transición energética que se ha perseguido en la región de ALyC se ha mantenido mayormen-
te en el campo de las propuestas afirmativas1 (Newell, 2019). Bajo esta visión, la energía se en-
tiende como una mercancía: una fuerza abstracta que puede ser separada de su contexto social 
(Lohmann, 2021). La visión afirmativa parte de una narrativa en donde el cambio e innovación 
tecnológica (fósiles a renovables, eficiencia, geoingeniería), el financiamiento adecuado y el desa-
rrollo de mecanismos de mercado (como los offsets) serán suficientes para lograr una transición 
energética justa, sin tomar en cuenta la dimensión social, política y cultural de estos cambios.

Aunque ALyC comparte historia en su transformación eco-social, política y económica, la rela-
ción de cada país y de los grupos con la historia, el territorio, la naturaleza y la energía se mani-
fiesta de formas distintas. A pesar de estas diferencias, existen convergencias. Por ejemplo, la 
región cuenta con altos potenciales para generar energía renovable, y la diversidad biológica y 
cultural constituye un patrimonio que presenta posibles alternativas para reconfigurar las rela-
ciones sociales con la energía. Asimismo, durante los últimos 30 años, diversos movimientos 
sociales en ALyC han promovido conceptos alternativos al desarrollo (Leff, 2017), velando por 
una reconfiguración o recuperación de otras formas de vida, existencia y relaciones que se han 
visto oprimidas, borradas o subyugadas por la modernidad occidental capitalista (Dussel, 2015).

Partiendo de que la energía es el principal mediador entre las sociedades y la naturaleza (Calvert, 
2015), las sociedades latinoamericanas y caribeñas tienen una compleja relación con la energía. 
Por un lado, la región ha sido históricamente constituida y definida por un continuo avance del 
capitalismo extractivo en sus territorios, interconectado con el colonialismo y el imperialismo. En 
pocas palabras, la energía ha sido constitutiva de las relaciones entre el centro y la periferia a 
partir de las cuales se han definido, transformado y reconfigurado paisajes, poblaciones, relacio-
nes socio-ecológicas e incluso su papel frente al resto del mundo (Cederlöf, 2019; Boyer, 2019; 
Gudynas, 2021). 

Las consecuencias de perseguir este modelo son perceptibles, entre muchos otros ámbitos, en la 
rápida proliferación de conflictos socio-ecológicos en la región vinculados a grandes proyectos 
de infraestructura, así como en las afectaciones y asesinatos de defensoras y defensores ambien-

1 Es importante aclarar que estos dos campos no están definidos explícitamente, es decir, existen políticas y prácti-
cas en la región que pueden transgredir un campo sobre otro, así como propuestas que buscan ser transformati-
vas sin necesidad de propiciar un cambio estructural. Fraser se refiere como “reformas no reformistas” a aquellos 
procesos que son políticamente viables, pero que apuntan a una transformación profunda con el tiempo. Esta 
visión también tiene sus límites, pero propone una posible solución al problema del tiempo y a las limitaciones de 
la política (ver Fraser, 2003: 72-94).
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tales. De acuerdo con la organización Global Witness (2021), de los 1,540 asesinatos de perso-
nas defensoras registrados entre 2012 y 2020, 1,022 ocurrieron en América Latina.2  Es decir, 
dos tercios del total de estos crímenes suceden en la región, lo cual está principalmente vincu-
lado a empresas mineras, agroindustrias, desarrollo de infraestructura y otras industrias que 
explotan recursos naturales (GW, 2021). El Atlas de Justicia Ambiental, que concentra más de 
3,300 casos a nivel global, refleja cómo más de la mitad de estos conflictos están relacionados 
con el desarrollo de infraestructura del sector energético, así como con la extracción de minera-
les e hidrocarburos (EJAtlas, 2022).

Las propuestas afirmativas de la transición energética, por tanto, están limitadas en su campo 
de acción al sistema económico, político y social existente, que hasta ahora no ha reconocido 
los límites planetarios (Ansótegui, 2021). Bajo este modelo, existen pocos espacios para trans-
formar las instituciones, las políticas y las formas de gestión, gobernanza y propiedad de los 
bienes comunes, como apunta la estrategia de Transformación Social y Ecológica de la FES. 

Como sostienen Bertinat y Chemes (2020), este modelo de transición energética está capturado 
por una visión de cambiar el sistema energético al reducir la dependencia de los combustibles 
fósiles. Es decir, se busca mantener las estructuras sociales, políticas y económicas y la enorme 
dependencia energética que esto supone, pero sin combustibles fósiles. Desde esa visión, la 
enorme demanda de energía que sostiene al sistema económico globalizado depende de la 
producción de energía barata,3 la cual es a su vez esencial para el crecimiento económico infini-
to en el cual se basa el mismo modelo económico (Mezzadra y Neilson, 2017). 

Plantear una transición energética justa en América Latina parte entonces de reconocer que el 
modelo afirmativo está limitado. La crisis climática y civilizatoria actual difícilmente puede ser 
resuelta por las mismas estructuras, instrumentos y mecanismos que la crearon. Es decir, para 
proponer una transformación energética profunda, será necesario abordar el proceso de transi-
ción partiendo de una reconfiguración de las estructuras sociales, económicas y políticas que se 
manifiestan y que se ven determinadas por la energía y los sistemas energéticos.

Esto implica reconocer que a) no es posible departamentalizar o separar la transforma-
ción del sector energético del resto de los sectores y las instituciones; b) la transformación 
no puede limitarse a una simple sustitución tecnológica, sino que debe incidir en la forma 
en la que se produce, consume, distribuye y transmite la energía, partiendo de una reconfigura-
ción de las relaciones sociales con la naturaleza, y c) debe construirse a partir de principios que 
busquen transformar las relaciones con la energía en sistemas democráticos, descentra-
lizados que conduzcan hacia la construcción de autonomías colectivas en distintos ámbitos (tanto 
en lo urbano como en lo rural) (TNI, 2021).

2 La división de estos atentados se concentra principalmente en Brasil (317), Colombia (290), Honduras (109), 
México (100), Guatemala (77), Perú (44) y Nicaragua (42). Para un análisis detallado consultar: https://www.
globalwitness.org/en/campaigns/environmental-activists/numbers-lethal-attacks-against-defenders-2012/.

3 Jason W. Moore (2016) utiliza el término “naturaleza barata” para referirse a las estrategias de acumulación que 
permitieron al modelo colonial perpetuar las formas de trabajo, minerales y dinero barato. La descripción de 
“barato” debe entenderse como un verbo –abaratar– que indica una separación jerárquica entre aquello que vale 
y aquello que no vale o vale menos. 

https://www.globalwitness.org/en/campaigns/environmental-activists/numbers-lethal-attacks-against-defenders-2012/
https://www.globalwitness.org/en/campaigns/environmental-activists/numbers-lethal-attacks-against-defenders-2012/


FRIEDRICH-EBERT-STIFTUNG - TRANSICIÓN ENERGÉTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

6

El objetivo de este documento es brindar un insumo práctico y alineado con el Proyecto Regional 
Transformación Social-Ecológica en América Latina de la FES,4 que informe sobre las principales 
discusiones, tendencias y prospectivas en torno a la transición energética en ALyC. Retomando el 
trabajo de Bertinat y Chemes (2020), el documento busca ofrecer orientaciones generales y sinté-
ticas de política pública que nutran los esfuerzos de incidencia de la FES en la región.5 

Para cumplir con dicho objetivo, el presente documento se estructura de la siguiente manera. En 
la primera sección, se analiza qué significa una transformación energética justa para la región a 
partir de reformular el concepto de justicia climática. En la segunda sección, se describe el esta-
do de la transición en ALyC, y se responde a la pregunta ¿en dónde estamos hoy y a dónde 
vamos con las políticas actuales? Finalmente, se concluye con un capítulo dirigido a identificar 
las oportunidades y retos de trabajo en ALyC, así como a presentar propuestas de política pú-
blica que puede retomar la FES para impulsar una transformación energética y social en la re-
gión. Este último capítulo recupera casos específicos de algunos de los países de la región,6 
para los cuales presenta orientaciones generales de política pública.

JUSTICIA CLIMÁTICA Y 
TRANSICIÓN ENERGÉTICA

En la literatura académica, han surgido conceptos como el de justicia energética, el cual retoma 
las bases de la justicia ambiental que surgió en Estados Unidos durante la década de los 80, y 
de la justicia climática que comenzó a formarse una década más tarde. Desde esta perspectiva, 
se recuperan tres principios fundamentales a partir de los cuales se pretende atender las des-
igualdades energéticas: 

 – La justicia distributiva se refiere a cómo se distribuyen los costos y beneficios de la tran-
sición energética entre los diferentes sectores y actores.

 – La justicia como reconocimiento se refiere a la desatención a las múltiples injusticias del 
sistema energético del pasado y el presente, y se busca incorporarlas en el diseño de políticas. 

 – La justicia como procedimiento se refiere a los instrumentos y espacios abiertos a la 
participación, y al derecho a decidir sobre el sistema energético, las tecnologías, su ges-
tión, los mecanismos y sus participantes (Schlosberg, 2007).

Estos tres principios se aplican a la totalidad del sistema energético, es decir, no comprenden 
únicamente la infraestructura energética, sino que también incluyen la extracción, producción, 
transmisión, distribución, consumo y disposición de desperdicios asociados a su cadena produc-
tiva (Bickerstaff, 2013; Sovacool y Dworkin, 2015; Sovacool et al., 2017; Jenkins, 2018). Por lo 
tanto, la justicia energética se enfoca en comprender los sistemas energéticos en su forma 
realmente existente, para transformarlos. 

Cuando hablamos de una transición energética, la aplicación de la justicia energética debe asig-
nar una nueva variable que tiene que ver con el tiempo futuro y con las relaciones espaciales, es 
decir, ¿quiénes se verán afectados por un cambio en la tecnología y cómo experimentarán estos 

4 Refiriendo y utilizando como punto de partida el documento Aportes del sector energético a una transición 
social-ecológica de Pablo Bertinat y Jorge Chemes (2020).

5 Por cuestiones de espacio y para asegurar un producto dirigido a la toma de decisión, el documento no pretende 
elaborar una revisión exhaustiva de los conceptos o tendencias por países, sino presentar de forma general un 
diagnóstico del proceso de la transición energética en la región y, a través de tablas y recomendaciones específi-
cas, identificar los principales campos de acción que podrían dirigir hacia una transformación energética.

6 La selección de países se realizó con base en cuatro razones: a) son los países que han desarrollado un marco 
normativo robusto en materia de energía, minería y extracción de hidrocarburos; b) son los países de la región 
con mayores contribuciones de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI); c) son los países que cuentan con un 
marco normativo sobre cambio climático y compromisos ante la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático, y d) juegan un papel geopolítico y discursivo en el proceso de la transición energética. También 
se consideraron cuestiones como la inclusión de derechos de la naturaleza en algunas de sus Constituciones y la 
existencia de movimientos de resistencia a nivel local que tejen redes regionales que buscan detener el extractivis-
mo y proponer alternativas al modelo de desarrollo.
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impactos desde las tres características ya mencionadas de la justicia energética? (Newell y Mul-
vaney, 2011). Partiendo de esta variable adicional, teóricas y teóricos de la justicia energética han 
agregado dos características adicionales para aplicar a un proceso de transición:

 – La justicia restaurativa se refiere a que cualquier injusticia causada por el sector energé-
tico debe ser rectificada; por ejemplo, las prácticas de desmantelamiento y restauración.

 – La justicia cosmopolita se basa en la idea de que en el ámbito de la energía todas las 
personas somos ciudadanas del mismo mundo y, por lo tanto, hay que tomar en cuenta 
los efectos transfronterizos de las actividades energéticas (Heffron, 2022).

La adición de estas dos características nos ofrece un marco “extendido” para analizar las múltiples 
formas en las que se deben incorporar características de justicia a la transición energética (princi-
palmente en su relación con el tiempo y el espacio). Sin embargo, es importante reconocer puntos 
adicionales aun cuando las características de justicia se aplican bajo un marco integral, es decir, 
reconociendo las implicaciones de la transición de una tecnología a otra y las posibles formas en 
las que estos cambios pueden afectar a distintos grupos sociales (por rasgos de identidad como 
género, etnia y clase) en un contexto de distribución, reconocimiento y paridad participativa.

Un punto es que, dentro de su totalidad, las definiciones de justicia y energía no deben estar li-
mitadas por una concepción liberal e históricamente vinculada a la colonialidad y al capitalismo. 

Una transición energética que recupere una propuesta más amplia de la justicia climática parte de 
considerar diversas dimensiones de la justicia vinculadas con las comunidades impactadas, los 
derechos y capacidades, así como con las responsabilidades históricas. Por lo tanto, es importante 
considerar no solo las cinco características previamente mencionadas, sino que debemos contem-
plar esta visión como parte de una construcción colonial de la justicia climática. Desde una pers-
pectiva de decolonialidad, la transición energética implica reconocer las formas en las que el siste-
ma energético histórica y políticamente ha reproducido la lógica de colonialidad de poder (Quijano, 
2000), buscando integrar distintos territorios, paisajes y grupos a un único modelo de desarrollo. 
En la siguiente sección, se describe la forma en la que la justicia climática puede complementar el 
concepto de transición hacia una justicia y transformación energética en ALyC. 

Hacia una transformación energética
La justicia climática consiste fundamentalmente en prestar atención a la forma en que el cambio 
climático afecta a las personas de manera diferenciada, desigual y desproporcionada, así como 
a la reparación de las injusticias resultantes de forma justa y equitativa (Sultana, 2022). Partiendo 
de esta definición, la justicia climática no puede entenderse sin historizar el propio cambio cli-
mático y definirlo en el contexto de la actualidad. Para muchos y muchas teóricas, lo anterior 
implica reconocer las responsabilidades que existen desde un punto de vista histórico para traer 
a colación las posibilidades de acción (o las capacidades) que tienen grupos, países y regiones 
enteras para mitigar y adaptarse a las consecuencias del cambio climático (Bulkeley, 2014). Des-
de esta perspectiva, la mitigación de gases de efecto invernadero (GEI) está ligada a la capaci-
dad de pago, pero también a las facultades que tengan los países históricamente más afectados 
por el cambio climático y por el modelo capitalista para adaptarse a un clima modificado. 

En el centro del debate sobre el cambio climático se encuentra una paradoja, con importantes 
implicaciones tanto en la teoría como en la práctica. Por un lado, la escasa mitigación del cam-
bio climático en las últimas décadas ha impulsado varios intentos de motivar la acción invocan-
do y decretando emergencias climáticas sin considerar responsabilidades diferenciadas (Oels, 
2013; Lucke, 2014; Stoddard et al., 2021). Por otro lado, están los que ven al cambio climático 
como una cuestión inherente de responsabilidad diferencial. Esta postura sostiene que una 
minoría de naciones, industriales, élites políticas y consumidores relativamente ricos son des-
proporcionadamente culpables de la crisis climática, al tiempo que destaca que son los menos 
vulnerables a sus efectos (Edwards, 2020). Esta corriente se ha centrado en documentar y re-
mediar estas asimetrías a través de mecanismos redistributivos como las reparaciones, las pér-
didas y los daños, la transferencia de riesgos, políticas como “el que contamina paga”, o bien 
mediante impuestos sobre el carbono (Page, 2008; Burkett, 2009; Grasso, 2010). Sin embargo, 
la reparación económica dentro de este marco se basa en la contabilidad y la asignación de 
costos que, en su esencia, asumen que los culpables y las víctimas pueden ser identificados de 
forma inequívoca (Barnett, 2020). 
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En este sentido, es tentador tratar de reducir la justicia climática a una ecuación binaria (respon-
sabilidades diferenciadas + compromisos diferenciados; capacidades/responsabilidades; etc.). 
Sin embargo, esta visión suele dejar de lado problemas como la colonización de la atmósfera 
(la acumulación en el espacio de GEI emitidos por los países sobredesarrollados [Malm, 2016]), la 
deuda climática (posibles formas de compensación por los daños causados por el colapso del 
clima y su vinculación con el colonialismo y el imperialismo [Warlenius, 2018]) y el apartheid 
climático (que se refiere a la racialización e interseccionalidad de la crisis [Sultana, 2022a]).

Por lo tanto, hablar de justicia climática implica comprender la realidad climática desde un pun-
to de vista de la colonialidad, la cual se expresa a través de un racismo insidioso a nivel mundial 
y de la desposesión mediante el extractivismo y la mercantilización colonial-capitalista, el des-
plazamiento y la destrucción, la producción de “zonas de sacrificio”, y la exposición excesiva a 
los daños de los desastres inducidos por el clima (Sultana, 2022a). Por esta razón, implementar 
políticas que parten de la lógica de sostener el mismo modelo de desarrollo implica una adop-
ción acrítica y la internacionalización de la mirada colonial de la supuesta superioridad occiden-
tal y el tecnofetichismo (Sultana, 2022a). 

Según este enfoque, el colonialismo climático se perpetúa mediante una serie de acapara-
mientos a nivel global de tierras y agua a través de programas y proyectos como la conservación, 
el comercio de emisiones o la minería de tierras raras, que suelen beneficiar a multinacionales 
mientras despojan a un mayor número de comunidades históricamente empobrecidas. Estos 
procesos reciben diversos nombres y tienen distintos tenores —“colonialismo verde”, “colonia-
lismo del carbono” o “capitalismo fósil”—, pero a menudo sus resultados son similares: domi-
nación, desplazamiento, degradación y empobrecimiento.

La justicia climática nos invita a reflexionar sobre las formas en que los sistemas energéticos han 
sido propicios para sostener un modelo de imperialismo, colonialismo, extractivismo y degrada-
ción socio-ecológica. Entre otras, se plantean las siguientes cuestiones:

 – ¿De qué forma los sistemas energéticos producen zonas de sacrificio que a su vez sirven 
para sostener una visión de desarrollo y crecimiento económico? 

 –  ¿De qué forma la configuración actual del sistema energético produce disparidades de 
género, clase y etnia? 

 – ¿Qué imaginarios y visiones hegemónicas determinan el carácter, diseño y funcionamiento 
de los sistemas energéticos? 

 – ¿Qué implicaciones tiene que los países del Norte Global avancen hacia una descarboniza-
ción de los sistemas energéticos si la dependencia material surge de varias regiones del Sur 
Global, y se encuentran zonas periféricas en el Norte? (Franquesa, 2018). 

 – ¿Podemos hablar de justicia en el marco de desarrollo existente, es decir, sosteniendo el 
crecimiento económico infinito y apostando al desarrollo tecnológico y el conocimiento 
científico como los motivos de la transición energética? 

En ese sentido, se propone que los sistemas energéticos, la gestión de la energía y las políticas 
públicas de las cuales dependen estos sistemas no solo incorporen una visión de justicia climá-
tica desde la perspectiva de la colonialidad, sino que desvinculen la transición del sistema ener-
gético de las características que lo enmarcan en el capitalismo.

Un último punto a tratar es la adopción de términos como “economía baja en carbono”, “neu-
tralidad del carbono al 2050”, “crecimiento verde” e, inclusive, “transición energética justa” por 
empresas y corporaciones altamente contaminantes y responsables de la crisis climática.7 Esta 
apropiación de la narrativa de la transición energética justa puede ser considerada como una 
estrategia discursiva y reputacional de estos entes privados, pero es también una medida que 
busca acallar y oscurecer los impactos aunados al avance de las fronteras extractivas.8 Al legitimar 
sus acciones desde el ámbito discursivo, algunas corporaciones buscan evitar modificaciones al 
marco regulatorio y eludir las demandas sociales y críticas a sus actividades para, de esta forma, 
obstaculizar cambios verdaderamente transformativos mientras se da la apariencia de un cambio.

7 Algunos ejemplos del uso de estos términos se pueden ver en las formas en las que compañías mineras comien-
zan a utilizar el discurso a su favor (ver Rio Tinto, 2018: 33 y Glencore, 2019).

8 Para un análisis detallado ver Dunlap y Jacobsen (2020).
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Ante la cooptación del lenguaje, es importante identificar de forma clara las propuestas y el 
fondo de los conceptos que utilizamos. Para ello, se propone enmarcar la transición energética 
justa como parte de un proceso de “transición y transformación energética justa”, haciendo 
énfasis en un cambio a profundidad de ciertos patrones no solo de generación, sino de consu-
mo de energía. Una transformación energética justa retoma los conceptos de justicia y decolo-
nialidad, y reconoce los impactos materiales, espaciales y socio-ecológicos de la transición, lo 
que implica un mayor escrutinio público de los impactos extractivos asociados con la adición de 
energías renovables, pero, más aún, un replanteamiento serio de la forma en que las sociedades 
modernas consumen, distribuyen y utilizan la energía. El término implica repensar la forma en la 
que diseñamos los sistemas de energía a partir de preguntas como: 

1. ¿Para qué y para quién es la energía? 
2. ¿Qué tipos de tecnología son adecuados para ciertas regiones? 
3. ¿Quiénes son los dueños u operadores del sistema energético? 
4. ¿De qué forma este sistema puede generar impactos positivos y negativos en distintos 
 lugares y a lo largo del tiempo? 

En este sentido, la transformación energética funge como una serie de herramientas críticas 
para evaluar si las soluciones que se proponen implican un cambio democrático, asequible, 
ecológicamente integral y que conduce a la autonomía y a la emancipación, o si son formas de 
encubrir acciones que beneficiarán a unos a costa de otros, pretendiendo mantener el statu quo 
o buscando asegurar que las formas de acumulación continúen de manera ininterrumpida. En 
este contexto, implica comprender que la energía debería conducir a una emancipación. Sin 
estas consideraciones, cualquier visión de justicia energética podría reproducir injusticias de re-
conocimiento, participación o distribución.

LA TRANSICIÓN ENERGÉTICA EN ALyC: 
TENDENCIAS ACTUALES

ALyC está entre las regiones con más generación de energía con fuentes renovables, pues más 
de un cuarto de la energía primaria proviene de alguna de ellas (principalmente la hidroeléctri-
ca), lo cual la coloca arriba del promedio mundial (IRENA, 2019). Adicionalmente, en 2018, la 
región fue responsable de poco menos del 10% de las emisiones globales de GEI (Wallenstein 
y Hickey, 2021). Lo anterior no implica necesariamente que la región sea un ejemplo a seguir en 
políticas de transición energética, sino que estas inversiones en energías limpias o renovables 
son propias de la topografía de la región. Al mismo tiempo, la región es altamente dependiente 
de la extracción, producción y exportación de combustibles fósiles, así como de la importación 
de productos refinados de hidrocarburos (Howe, 2015). 

A partir del año 2020, la desaceleración económica provocada por la pandemia de covid-19 se 
ha presentado como una posibilidad de “reconstruir mejor”, con varios actores mostrando la 
coyuntura como una oportunidad para invertir en la transición energética. Esta visión busca en 
gran medida “regresar a la normalidad” que persistía antes de la emergencia sanitaria, con 
algunas modificaciones que retomaron en gran medida las líneas propuestas por el Programa 
de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) después de la crisis financiera de 2007 
como los fundamentos de una economía verde: redirigir la inversión de capital, aumentar la 
eficiencia energética y desacoplar las emisiones de GEI del crecimiento económico (PNUMA, 
2011). Dichas propuestas se han convertido en las bases del modelo de desarrollo basado en el 
enfoque financiero9 y en el aumento acelerado de la participación de energías renovables en la 
matriz energética sin contemplar sus impactos multidimensionales.

9 El cual se ha tipificado a través de a) la creación de la Alianza Financiera de Glasgow para el Cero Neto (Net Zero); b) 
la aprobación de elementos clave del artículo 6 del Acuerdo de París, que creaba las reglas financieras unificadas para 
los mercados mundiales de comercio de carbono, y c) el anuncio de que la Bolsa de Nueva York, junto con el Grupo 
de Intercambio Intrínseco (IEG, cuyos inversionistas incluyen al Banco Interamericano de Desarrollo y la Fundación 
Rockefeller), lanzaba una nueva clase de valores asociados a las empresas de activos naturales (NAC) (Foster, 2022).
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Esta visión reduce la transición energética a un proceso centrado en la sustitución de tecnolo-
gías (de fósiles a renovables) y, además, debido al complemento financiero, no cuestiona las 
estructuras globales que perpetúan el extractivismo en la región, las cuales reducen el papel del 
Estado a un gestor de la primarización de la economía, y sostienen una única visión del sistema 
del desarrollo (Svampa, 2015; Gudynas, 2021). Bajo esta narrativa, la mayoría de las propuestas 
de transición energética se reducen a diferentes variantes de la misma premisa: que es posible 
acelerar y construir una transición más allá de los combustibles fósiles sin cuestionar las bases 
materiales e ideológicas que constituyen el capitalismo contemporáneo. 

Actualmente, no existen esfuerzos coordinados regionales para llevar a cabo una transformación 
socio-ecológica más allá de las contribuciones nacionalmente determinadas (NDC, por sus siglas 
en inglés). En su lugar, en la región existe una contradicción paradójica: se asume plenamente la 
narrativa global de la urgencia de tomar acciones climáticas, pero los actos de los gobiernos na-
cionales siguen fortaleciendo el desarrollo de infraestructura dependiente de los combustibles 
fósiles a partir de subsidios directos o indirectos y de políticas públicas (Vega Aráujo et al., 2021). 
Algunas de las tendencias regionales en cuanto al desarrollo energético son las siguientes:

Tabla 1
Tendencias generales en la transición energética en ALyC

Tendencia Descripción

Gas como 
combustible de 
transición

El gas ha sido apropiado en las narrativas nacionales como un combustible de transición, lo cual arriesga el incre-
mento de emisiones fuera de las metas climáticas globales, un bloqueo tecnológico y la inversión masiva en activos 
varados. En países como Argentina, se ha apostado fuertemente por el fracking para la extracción del gas, mientras 
que México ha sostenido una importación masiva de gas natural proveniente de Estados Unidos. 

Uso de carbón

El carbón se mantiene presente en la matriz energética de la región, desde la extracción hasta la generación. Algu-
nos países, como Chile, han establecido programas de salida del carbón, pero dichas estrategias suelen reducir la 
transición energética a una mera sustitución de tecnologías y combustibles. En México, persiste el uso de carbón 
para generar energía eléctrica; Colombia sigue siendo un gran exportador de este combustible, y algunos países cari-
beños, como la República Dominicana, han hecho planes para instalar nuevas centrales en los últimos años. 

Dependencia 
y subsidios a 
hidrocarburos

En términos generales, los gobiernos de América Latina se han comprometido a aumentar la producción de hidrocar-
buros (Ecuador a un millón de barriles diarios [mbd]; en México la meta es de 2 millones), mientras que en varios de 
los países (Argentina, Bolivia, Brasil, México y Venezuela) los combustibles fósiles están subsidiados y su producción 
está estrechamente vinculada al gasto público. Del 2010 al 2014, el sector representó el 30% o más de los ingresos 
totales necesarios en Bolivia, Ecuador, México y Trinidad y Tobago. 

Extractivismo y 
minerales críticos

La región se ha convertido en una fuente importante de minerales críticos y estratégicos para la transición, pero los 
países no han generado políticas para prevenir los impactos ambientales y sociales de la extracción, los cuales son in-
teriorizados por los países, especialmente en la región andina (Cartagena, 2021).
De igual manera, las tendencias de descarbonización en América del Norte, Europa y China inciden en una nueva re-
configuración del territorio en ALyC. Mientas aquellas regiones apuestan por la descarbonización de sus economías, 
en esta región la extracción de minerales apunta a la creación de un “colonialismo climático” (o de mitigación) o un 
“extractivismo verde” que configura paisajes en nuevas zonas de sacrificio (Zografos y Robins, 2020).

Impactos y conflictos 
sociales sin atender

De manera adicional a estas tendencias generales de desarrollo tecnológico, siguen sin ser atendidos los impactos 
sociales del desarrollo de proyectos de energía renovable y de los grandes proyectos de infraestructura. Por ejemplo, 
ALyC representa el 61% de las denuncias globales por desarrollo de proyectos de energía renovable (Hudlet y Hodg-
kins, 2021), mientras que son pocos los esfuerzos para impulsar matrices energéticas descentralizadas y de pequeña 
y menor escala.

Vulnerabilidad e 
injusticias climáticas

La deuda climática en ALyC se suma a la vulnerabilidad de la región ante los efectos del cambio climático. Los países 
de altos ingresos, que solo representan el 16% de la población mundial, son responsables del 74% del uso de los re-
cursos por encima de las cuotas justas y, por tanto, son los principales impulsores de la degradación medioambien-
tal mundial, lo que representa un proceso de colonización ecológica (Hickel et al., 2022a). Naciones Unidas pronostica 
que la región producirá 17 millones de migrantes climáticos en los próximos 30 años, ya que más del 50% de la pobla-
ción de la región reside en países con riesgos “altos” o “extremos” de vulnerabilidad al cambio climático (CAF, 2014).

Fuente: elaboración propia
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Partiendo de lo anterior, es importante reconocer que el amplio potencial de generación de 
energía renovable está vinculado a un alto potencial de modelos alternativos de desarrollo para 
generar, distribuir y consumir energía de manera más equitativa. Reconocer las luchas de los 
movimientos sociales, comunidades, grupos y redes de organizaciones colectivas implica com-
prender el proceso de transición energética desde una perspectiva histórica  —en donde la re-
gión ha atravesado varias formas de extractivismo (minerales, hidrocarburos, naturaleza y per-
sonas) (Quijano y Wallerstein, 1992) —, y al mismo tiempo que son estos movimientos quienes 
ofrecen pistas para transformar el sistema energético a nivel regional en uno democrático, 
descentralizado, soberano y autónomo.

AGENDA PARA LA ACCIÓN HACIA 
UNA TRANSFORMACIÓN ENERGÉTICA 
EN ALyC

Esta sección se divide en tres partes. En el primer apartado, se presentan los principales retos y 
oportunidades por país y región para impulsar políticas de transición y transformación energéti-
ca justa. En el segundo, se describen algunas oportunidades y riesgos generales de toda la re-
gión de ALyC. Finalmente, se presentan orientaciones generales de política pública para ALyC, y 
se ahonda en las características generales de la política pública, indicando cuáles son los puntos 
esenciales para conducir al desarrollo descentralizado de sistemas energéticos bajos en carbono, 
con diseños democráticos y participativos, y con una gestión colectiva y autónoma de la energía. 

Retos y oportunidades por país o región
Este apartado describe de forma tanto general como específica las maneras en que las políticas 
públicas podrían incentivar o retar el proceso hacia una transformación energética. La Tabla 2 
incluye 7 países y 2 regiones de ALyC (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, México, Perú, el 
Caribe y Centroamérica), y divide en dos las posibles vías para atender el contexto específico de 
la política pública: de un lado, los principales retos a abordar de manera nacional, local o regional; 
del otro, las áreas de oportunidad que surgen a partir de las acciones a corto y mediano plazo 
que se consideran acciones afirmativas, pero pueden conducir a una visión transformativa.  

Tabla 2
Retos y áreas de oportunidad por país o región

País/Región Principales “retos” a transformar Áreas de oportunidad

Argentina

- Dependencia de la extracción de esquisto en la región de 
Vaca Muerta (85% del suministro de energía primaria es fó-
sil), con apenas 5% renovable (excluyendo la generación hi-
droeléctrica).

- Paradigma de seguridad energética con regreso al uso de 
carbón (nueva central térmica en 2020 en la región de Río 
Turbio).

- Permanencia de subsidios a los combustibles fósiles.
- Discurso público “escéptico” frente a las renovables como 

fuentes intermitentes y necesitadas de cargas base.
- Las emisiones del transporte siguen aumentando (gran de-

pendencia del transporte individual y de mercancías por ca-
rretera).

- En 2019, el gobierno declaró una emergencia climática, y 
aprobó una Ley de Cambio Climático. La ley creó una polí-
tica nacional, institucionalizó responsabilidades y estableció 
presupuestos financieros mínimos. El país también se com-
prometió a una neutralidad en carbono para 2050.

- Los movimientos sociales en Argentina han impulsado una 
agenda crítica al extractivismo y a la enorme dependencia 
en hidrocarburos de la matriz energética.  
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Tabla 2
Retos y áreas de oportunidad por país o región

País/Región Principales “retos” a transformar Áreas de oportunidad

Bolivia

- Gran dependencia en gas natural de la región del Chaco 
con nuevos proyectos de extracción (2022) para reducir la 
dependencia energética del extranjero. La extracción in-
cluye el uso de fracking. 

- En Ecuador, Perú y Bolivia, la afectación por sequía cubre 
entre un 27% y un 43% del espacio terrestre. El caso boli-
viano reviste especial importancia, ya que 77% de la pobla-
ción nacional vive en áreas afectadas. 

- Actualmente, la producción de energía en Bolivia se basa en 
gran medida en el gas natural: representa el 80.7% de la 
generación total nacional. Sin embargo, Bolivia alcanzó un 
pico de producción en la última década, lo que está empu-
jando a una “diversificación forzada de la matriz”.

- La última certificación oficial de reservas de 2018 estimó 
que quedaban 10.7 trillones de pies cúbicos de gas natu-
ral. Según la Fundación Milenio, un centro de estudios boli-
viano, el 80% de los campos de gas operativos está en de-
clive. Solo el 17% está en desarrollo y el 3% opera a niveles 
de máxima producción.

- Bolivia, Argentina, Chile, México y Perú controlan el 67% de 
las reservas mundiales de litio, lo que puede significar una 
oportunidad de transformar una economía altamente de-
pendiente del gas natural.

- Lo anterior implica que la transición energética debe evitar 
la producción de zonas de sacrificio e integrar los costos so-
cio-ecológicos de la extracción de minerales.

- En 2014, el gobierno de Bolivia lanzó planes para producir el 
75% de la electricidad con fuentes no fósiles para 2025. A 
medida que las reservas de gas disminuyen, la independen-
cia energética parece depender cada vez más de las ener-
gías renovables.

Brasil

- El gobierno del presidente Bolsonaro ha impulsado la defo-
restación a una escala masiva para producir carne de expor-
tación y la siembra de monocultivos.

- Brasil es uno de los países más peligrosos para defensoras y 
defensores medioambientales, particularmente de quienes 
pertenecen a comunidades indígenas en la Amazonia.

- En junio de 2021, Brasil cambió la normativa para permitir 
un mayor uso de las centrales térmicas de carbón a fin de 
hacer frente a la escasez de agua y la sequía que afecta a su 
suministro hidroeléctrico.

- No existe una política de cambio modal para transporte 
de carga, ni para electrificar el transporte público masivo. 
Brasil no cuenta con políticas para reducir emisiones en 
el sector industrial, por el contrario, ha impulsado el de-
sarrollo de la industria apostando por el crecimiento eco-
nómico.

- El Plan Decenal de Expansión Energética de Brasil (PDE 
2029) prevé la proporción de combustibles fósiles en el sec-
tor eléctrico, también una capacidad instalada de 8,4 GW 
de energía solar y 24,4 GW de energía eólica para 2029 
(Brazil | Climate Action Tracker). 

- En 2015 se estableció en su NDC el objetivo de lograr entre 
28% y 33% de producción de energía renovable hacia 2030 
a partir de fuentes renovables no hidroeléctricas para diver-
sificar aún más un sector energético que ya se abastece de 
un 84% de energía renovable, principalmente de energía hi-
droeléctrica. Este objetivo no se actualizó en la nueva NDC, 
presentada en 2020. 

Chile

- El desierto de Atacama cuenta con una de las reservas de li-
tio más importantes del mundo (junto con Bolivia y Argen-
tina), lo que representa la creación de un área de sacrificio 
con el fin de satisfacer la enorme demanda de minerales crí-
ticos para la transición energética global.

- El gobierno elegido en marzo de 2022 deberá implemen-
tar una nueva ley marco de cambio climático, una reforma a 
la ley que rige el uso del agua, y enfrentar una megasequía 
que incluso ha puesto en duda el compromiso de Chile de 
cerrar sus centrales a carbón. A eso se suman algunos com-
promisos no menores, como: terminar con las zonas de sa-
crificio, atender las áreas del país afectadas por conflictos 
socioambientales, crear una empresa estatal que regule la 
extracción y uso del litio, y promover un nuevo modelo de 
desarrollo sostenible. Todo esto, en medio de un álgido de-
bate constitucional donde se tiene programado que, para 
fines del presente año, el país vote si aprueba la nueva 
Constitución, actualmente en desarrollo. Se vislumbran ele-
mentos como un Estado plurinacional y el reconocimiento 
de los derechos de la naturaleza (Parra, 2022).

- Oportunidad de que el nuevo gobierno detenga la prolifera-
ción de zonas de sacrificio, particularmente las asociadas a 
las energías renovables y los minerales críticos.

- La propuesta de darle derechos a la naturaleza también 
ofrece una posibilidad de transformar y desmercantilizar la 
relación con la energía, así como de promover sistemas de 
gestión descentralizados partiendo de los límites socio-eco-
lógicos de cada región.

- Dentro del plan de eliminación del carbón, se tiene contem-
plado el cierre de 11 centrales de carbón para 2024 y el cie-
rre o readaptación para funcionar con gas natural o bio-
masa de 18 centrales para 2025, lo que supone el 65% de 
las centrales de carbón de Chile. 
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Tabla 2
Retos y áreas de oportunidad por país o región

País/Región Principales “retos” a transformar Áreas de oportunidad

Ecuador

- Incremento de la producción de hidrocarburos y subsidios 
a los combustibles fósiles. La nueva administración de Pe-
troecuador está comprometida con la meta presidencial de 
duplicar la producción hidrocarburífera a un millón de barri-
les diarios, lo que supone uno de los retos más importantes 
a atender en el país. 

- Gran parte de la economía depende de la extracción de hi-
drocarburos y su exportación (que ronda los 250 mil barri-
les diarios).

- En el 2018, bajo el mandato del expresidente Lenín Moreno, 
la producción de petróleo representó alrededor del 40% de 
los ingresos fiscales de Ecuador y el 10% del PIB nacional.

- Primarización de la economía asociada a los gobiernos de 
las últimas décadas.

- Fuerte empuje a cancelar la deuda externa, pero con pocos 
resultados. La experiencia del Yasuní10 (poner los servicios 
ambientales a disposición de la comunidad internacional) 
demostró la poca voluntad de acción y la encrucijada eco-
nómica/climática de países de ALyC con hidrocarburos.

- El compromiso oficial de Ecuador es reducir sus emisiones 
y adaptarse al cambio climático para 2025. Sin embargo, el 
país está fuertemente endeudado con organismos e institu-
ciones internacionales. La pandemia ha exacerbado esta si-
tuación.

- El país tiene un alto potencial de generación renovable, pero 
con poco avance (7.8% de su suministro energético procede 
de energías renovables, sobre todo hidroeléctricas). Aunque 
existe una oportunidad de diversificar y democratizar el po-
tencial, el gran reto es comenzar por desfosilizar la matriz 
energética y reducir la deuda externa.

México

- Subsidios a los combustibles fósiles. El monto total de los 
subsidios otorgados a través de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público (SHCP) se puede estimar en 1,595 millones 
de pesos por día (1,056 millones de pesos corresponden a 
la gasolina y 539 millones de pesos corresponden al diésel). 
El subsidio que está siendo otorgado a la gasolina es suma-
mente regresivo; beneficia fundamentalmente a las clases me-
dias y altas. El subsidio a los combustibles es ocho veces mayor 
al presupuesto para impulsar las energías limpias y mitigar los 
efectos del cambio climático.

- Violencia en contra de defensoras y defensores ambientales.
- Paradigma de seguridad energética vs. soberanía.
- Prioridad en el despacho con fuentes fósiles de la Comisión 

Federal de Electricidad (CFE).
- Lock-in tecnológico para el sector eléctrico y la movilidad a tra-

vés de megaproyectos dependientes de combustibles fósiles. 
- México no ha prohibido el fracking (promesa de campaña 

presidencial), la dependencia del gas de Estados Unidos se 
ha mantenido y proyecta incrementarse, y no hay un recono-
cimiento explícito de los límites geológico-técnicos de la pro-
ducción de hidrocarburos en México (el país no ha logrado 
incrementar la producción por encima de los 1.6/7 mbd).

- El paradigma de seguridad energética que ha establecido el 
actual gobierno de México (2018-2024) ha priorizado la ex-
tracción de combustibles fósiles con el fin de garantizar la 
participación de las empresas estatales como únicos acto-
res del mercado, dejando de lado problemas tan cruciales 
como la pobreza energética (43% de los hogares habita en 
algún grado de pobreza energética); la reducción de GEI y 
otros contaminantes de aire, agua y suelo que emanan de 
la industria eléctrica y petrolera; sin ser capaz de reducir la 
dependencia de hidrocarburos, y atando de manos al país 
en la continua quema e inversión económica en este tipo de 
infraestructura y tecnologías.

- Alto potencial renovable en proyectos de pequeña escala, 
pero sin apoyos específicos por el gobierno federal y con 
poca agencia en gobiernos a nivel local.

- México tiene una política que no se publicó en materia de 
generación de energía en comunidades y que podría apelar 
a los intereses de la actual administración.

- La nacionalización del litio ofrece una posibilidad de evitar el 
desarrollo de áreas de sacrificio, pero la política debe articu-
larse y tipificarse adecuadamente y con base en los estánda-
res de una consulta previa, libre e informada y de buena fe, 
así como de transparencia y participación efectiva. 

10 Ver https://www.redalyc.org/journal/6002/600263428014/html/. 

https://www.redalyc.org/journal/6002/600263428014/html/


FRIEDRICH-EBERT-STIFTUNG - TRANSICIÓN ENERGÉTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

14

Tabla 2
Retos y áreas de oportunidad por país o región

País/Región Principales “retos” a transformar Áreas de oportunidad

Perú

- Las energías renovables representaron el 25% del suminis-
tro total de energía primaria de Perú en 2018. Más del 50% 
de esta cuota provino de los biocombustibles y algo más 
del 40% proviene de la energía hidráulica; la eólica y la so-
lar solo contribuyen en un 4% a la cuota global de las re-
novables.

- De acuerdo con la organización Climate Action Tracker 
(Peru | Climate Action Tracker), la generación de electricidad 
crecerá un 69% hasta 2050 debido al rápido crecimiento 
económico, mientras que la capacidad eléctrica aumentará 
un 48%. El mix de generación de Perú sigue dominado por 
la energía hidroeléctrica y la generación con gas, mientras 
que la energía eólica y la solar representarán juntas apenas 
el 6.7% en 2050.

- Perú es una de las naciones con mayor producción de oro, 
cobre, plata, zinc y estaño.

- Perú se propuso alcanzar el 40% de energía renovable para 
2021, tal y como anunció en su compromiso de Copenha-
gue (AIE, 2020).

- A inicios de 2022, Perú declaró una emergencia climática, 
aunque la declaración no tuvo contenido práctico.

- El país cuenta con un marco regulatorio institucional fuerte 
en materia de cambio climático, deforestación y programas 
nacionales en sectores como transporte para reducir emisio-
nes, sin embargo, el marco no está vinculado con la natura-
leza extractiva y primaria de la economía.

- Perú se ha visto afectado por la pandemia, lo que ha dado 
paso a la incursión de proyectos que buscan mercantilizar la 
naturaleza11 y sostener la matriz extractiva de la economía. 

- Una de las políticas fundamentales para Perú sería la de for-
talecer la participación de energías renovables asegurando 
que la soberanía alimentaria sea una prioridad.

Región del 
Caribe

- La región del Caribe, junto con Centroamérica, es de alta 
vulnerabilidad climática, por lo que sus políticas de adap-
tación deben ser prioritarias a las de mitigación. Entre los 
principales retos que enfrenta la región del Caribe se en-
cuentra que la mayor parte de sus ingresos viene del tu-
rismo, el cual es altamente dependiente de combustibles 
fósiles, así como altamente vulnerable a los efectos de la 
crisis climática. 

- La existencia de una matriz fósil en la mayoría de los paí-
ses implica una alta dependencia de combustibles impor-
tados (destaca el caso de Puerto Rico), lo cual imposibilita 
una economía localizada, que se reduzca la deuda pública 
y que se permita un manejo más autónomo de las econo-
mías de la región. 

- Políticas como la producción de alimentos en zonas urbanas 
implementada en Cuba han reducido drásticamente la de-
pendencia hacia otras naciones en el rubro. Además, esta 
modalidad de cultivo no requiere de combustibles fósiles, 
por lo que otorga una experiencia efectiva de agricultura 
baja en carbono y autosuficiente. 

- La región cuenta con altos potenciales de generación de 
energía solar en áreas ya impactadas (como techos de ho-
gares, fábricas, y zonas de uso urbano) para atender las de-
mandas de energía eléctrica.

- El financiamiento climático para la región debe estar funda-
mentado en las condiciones y necesidades localmente defi-
nidas por los países y no por las donaciones y las propuestas 
que surjan de las ayudas para el desarrollo.

Región 
Centroamé-
rica

- Al igual que el Caribe, Centroamérica es una de las regio-
nes menos responsables del cambio climático a nivel global, 
pero tiene uno de los índices de vulnerabilidad más altos del 
mundo. La región se ha visto particularmente afectada por 
la inestabilidad política, así como por regímenes autoritarios 
y dictaduras desde la década de los 80.

- Lo anterior ha impulsado un fenómeno de importante mi-
gración climática, política y económica. Es por ello que las 
principales políticas de adaptación al cambio climático deben 
priorizar el desarrollo de sistemas autónomos de producción 
de comida, el fortalecimiento y apoyo de medidas de adapta-
ción por parte de países sobredesarrollados, y la construcción 
de sistemas de generación de energía e infraestructura resi-
liente ante la vulnerabilidad climática (uso de energías reno-
vables con sistemas de reducción de riesgo ante fenómenos 
hidrometeorológicos).

- La región concentra cerca del 7% de la biodiversidad del 
planeta y cuenta con un importante patrimonio biocultural. 
Lo anterior puede ser la base de un sistema de corredores 
biológicos que permitan modelos de desarrollo alternativos 
y no explotadores de la naturaleza.

- Lo anterior implica prohibir los procesos extractivos, demo-
cratizar radicalmente la gestión de energía (destacan los ca-
sos de la Cua12 en Nicaragua y COOPELESCA13 en Costa Rica 
como ejemplos de descentralización, democratización y au-
tonomía energética) y reducir la importación de combusti-
bles fósiles.

Fuente: elaboración propia

11 Ver https://www.climatechangenews.com/2020/10/21/peru-switzerland-sign-world-first-
carbon-offset-deal-paris-agreement/. 

12 Ver https://energy-democracy.net/el-cua-nicaragua/. 
13 Ver https://energy-democracy.net/coopelesca-costa-rica/. 

https://www.climatechangenews.com/2020/10/21/peru-switzerland-sign-world-first-carbon-offset-deal-paris-agreement/
https://www.climatechangenews.com/2020/10/21/peru-switzerland-sign-world-first-carbon-offset-deal-paris-agreement/
https://energy-democracy.net/el-cua-nicaragua/
https://energy-democracy.net/coopelesca-costa-rica/
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Oportunidades y riesgos generales para la región
Hablar de oportunidades y riesgos suele ser un proceso un tanto paradójico en estos contextos, 
puesto que, según desde dónde presentemos la información, las oportunidades pueden ser 
retos, y viceversa. En este sentido, los contextos generales se presentan retomando el marco 
conceptual y la revisión de las políticas públicas previamente articuladas para proponer algunos 
puntos clave de la agenda de la FES en la región.

- El más reciente estudio de The Lancet (Hickel et al., 2022) sobre las responsabilidades cli-
máticas indica que los países sobredesarrollados son responsables del 74% del exceso de 
uso de materiales a nivel mundial, impulsado principalmente por Estados Unidos (27%) y 
los miembros de la UE-28 (25%). China es responsable del 15% del exceso de uso de ma-
teriales a nivel mundial, y el resto del Sur Global (es decir, los países de ingresos bajos y 
medios de América Latina y el Caribe, África, Oriente Medio y Asia) solo es responsable del 
8%. El exceso de uso de materiales en los países de ingresos altos está impulsado despro-
porcionadamente por el uso de materiales abióticos, mientras que en los países de ingre-
sos bajos está impulsado desproporcionadamente por el uso de biomasa. Lo anterior deja 
claro que la política de ALyC no puede ignorar la responsabilidad histórica de los países del 
Norte Global ni puede ver al cambio climático sin considerar la historia colonial y extractiva 
en la región. Recomendación: incluir la lógica de la deuda climática histórica en las 
políticas en esta materia en la región.

- La Agencia Internacional de Energía (AIE, 2020) indicó que la demanda de litio aumentará 42 
veces para 2040. De acuerdo con el Banco Mundial (2020), podemos estimar incrementos en 
la demanda de hasta 488% para el litio, 494% para grafito y hasta 460% para el cobalto al 
2050 debido a la creciente producción de tecnologías de transición energética, vehículos 
eléctricos y baterías para almacenamiento de energía. También se estima que los minerales 
cuya demanda incrementará en mayor medida para el 2050 serán indio, vanadio, níquel, 
plata, neodimio, molibdeno, aluminio, cobre y manganeso. Lo anterior implica una posible 
reconfiguración del territorio en ALyC. Si consideramos que Bolivia, Chile, Argentina y México 
concentran el 67% del total de las reservas de litio a nivel mundial, las implicaciones de esta 
demanda pueden significar una oportunidad, pero también un riesgo (USGS, 2021). Reco-
mendación: desarrollar políticas que permitan el avance de la transición energética 
a nivel global, sin incurrir en la producción de zonas de sacrificio en ALyC (v. gr. 
nacionalizar los minerales críticos incluyendo cuotas o límites extractivos, así como 
impuestos significativos a la producción para que con la recaudación por parte del 
Estado se atienda la degradación de la tierra. También se debe garantizar el dere-
cho a la autodeterminación de pueblos y territorios indígenas y campesinos).

- El desarrollo de proyectos de infraestructura dependientes de combustibles fósiles en casi 
toda la región implica mantener un modelo de desarrollo fósil, así como reconfigurar el te-
rritorio para producir zonas de sacrificio a fin de sostener dicho modelo. Proyectos como el 
Tren Maya y el Corredor Transístmico en México implican una reconfiguración profunda del 
territorio para su integración con la economía globalizada (Ceceña, 2019). Transformar el 
modelo hegemónico de desarrollo implica ir cuesta arriba en el ámbito político, por lo que 
el reto es proponer alternativas que permitan generar autonomías más allá y a través del 
Estado. Recomendación: incluir cláusulas progresivas en el marco legal de los dis-
tintos países que impulsen el avance hacia la suficiencia, la autonomía y la auto-
gestión de los sistemas energéticos de forma descentralizada, democrática y lo-
cal. Se sugiere promover esquemas de gestión comunicativa, generación 
distribuida, subsidios a energías renovables y apoyar la autogestión local de sis-
temas eléctricos. 

- El paradigma de la seguridad nacional y energética se está convirtiendo en la principal forma 
en la que los países actúan frente a la crisis climática, lo que normalmente deja los compro-
misos climáticos en segundo plano o como meras declaraciones en papel. La seguridad 
energética ofrece la ilusión de independencia y suele articularse con discursos nacionalistas o 
populistas. Lo que en la literatura académica se conoce como el “nacionalismo de los recur-
sos” consiste en una tendencia que ha proliferado en la región durante las últimas dos déca-
das. Por un lado, se incrementa la militarización, la represión y la criminalización de defenso-
ras y defensores del territorio; mientras que, por el otro, implica una centralización de la 
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generación de energía y una creciente dependencia en los combustibles fósiles con apoyos 
gubernamentales para su producción y consumo. Este es posiblemente uno de los retos más 
importantes para la transformación del sector energético y su interacción con el modelo de-
mocrático de la región. Recomendación: combatir el desarrollo de modelos populistas 
o nacionalistas centralizados en la lógica de la seguridad/independencia energéti-
ca por medio de opciones más efectivas, democráticas y justas, como políticas que 
aboguen por la soberanía energética territorial y comunitaria como alternativa.

- A nivel regional, se mantiene constante el fenómeno de primarización de la economía y 
avance de los procesos extractivos. Lo anterior implica una reconfiguración del territorio 
colectivo, comunal o ejidal en propiedad privada. Ante esto, en la región han proliferado las 
demandas, juicios y amparos frente a gobiernos y empresas, logrando reivindicar algunas 
luchas por el territorio y la defensa de ciertos bienes comunes. Con todo, sería un error su-
poner que esta es una tendencia sostenible para conducir a una transición energética más 
justa. Lo anterior implica que el Derecho y los instrumentos jurídicos que este provee pue-
den ser una forma de resistencia al extractivismo, sin embargo, se requieren articulaciones 
más fuertes y colectivas para proponer una transformación local de gran calado. Recomen-
dación: romper con el extractivismo implica reconocer la importancia de reducir la 
dependencia de las economías de la región hacia el extranjero y de propiciar un 
modelo de suficiencia, de buen vivir o de comunalidad y convivialidad más allá de 
los estándares e indicadores de progreso y desarrollo tradicionales. 

Propuestas de políticas públicas transformativas
Se retoman las lecciones de las tendencias y de los casos representativos para brindar orienta-
ciones generales en torno a una transición energética con una dimensión de justicia e inclusión 
social. El objetivo es identificar ejes de trabajo y acciones específicas que la FES puede retomar 
en sus estrategias. Algunos puntos clave son:

Tabla 3
Propuestas de políticas transformativas

Orientación Descripción

Diversificar escalas 
y esquemas de 
proyectos

Incentivar proyectos de energía de mediana y pequeña escala apoyando esquemas “alternativos” de propiedad (co-
munales urbanos/rurales, cooperativas, hogares y el uso de suelos ya impactados como naves industriales o minas) 
para la generación de energía renovable en la región, así como atender los impactos socio-ecológicos de los proyec-
tos de energía renovable a gran escala ya existentes.

Redirigir subsidios

Redirigir los subsidios a los combustibles fósiles a soluciones sustentables. Lo anterior requiere de sistemas de moni-
toreo, redistribución, transparencia, trazabilidad y uso adecuado de recursos para identificar los montos de recauda-
ción, así como los montos de inversión (un ejemplo de esto es el programa de bono solar14 desarrollado por la Inicia-
tiva Climática de México).

Propiciar espacios de 
participación y toma 
de decisión

Involucrar a comunidades, grupos marginados e históricamente vulnerados en los procesos de toma de decisión, di-
seño y gestión del sistema energético a través de espacios de participación transparente, accesible y genuina, y recu-
perando los esquemas de propiedad de la primera Orientación de esta tabla. La energía debe conducir a la autode-
terminación y a la autonomía de comunidades y pueblos indígenas más que fungir únicamente como una actividad 
económica.

Creación de hojas 
de ruta y planeación 
estratégica

Elaborar hojas de ruta o estrategias de transición regionales (a nivel subnacional, nacional y regional) que den cuenta 
de las similitudes (como el potencial de generación), pero que respeten los distintos contextos históricos y reconoz-
can las particularidades socio-ecológicas, históricas, espaciales, económicas y políticas de cada región, comunidad, 
municipio, estado o país.

14 Ver https://www.iniciativaclimatica.org/wp-content/uploads/2018/04/Bono-Solar-ICM.pdf. 

https://www.iniciativaclimatica.org/wp-content/uploads/2018/04/Bono-Solar-ICM.pdf
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Tabla 3
Propuestas de políticas transformativas

Orientación Descripción

Establecimiento de 
metas de descarboni-
zación ambiciosas

Armonizar las políticas climáticas con los escenarios de descarbonización propuestos por el Sexto Informe del Grupo 
Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC, por sus siglas en inglés) a través de la elaboración 
de un presupuesto de carbono, con metas diferenciadas por sector y desvinculando el crecimiento económico de las 
metas de mitigación. Este último punto es esencial para lograr una descarbonización efectiva, sostenida y con ejes de 
justicia distributiva, reconocimiento y participación.

Propiciar la gestión 
local y una progresiva 
reducción del papel 
del Estado en la ges-
tión energética

El Estado juega un papel incómodo en la transición energética. La rectoría del Estado frente al mercado puede ser 
preferible. Sin embargo, la transformación energética no puede estar regida por principios de seguridad, naciona-
lismo o desarrollismo, sino que debe establecer principios como la democratización, descentralización, regionaliza-
ción y localización, así como la independencia, autonomía y autogestión de los sistemas energéticos. Lo anterior im-
plica el desarrollo de mecanismos para fortalecer las capacidades de comunidades, cooperativas, municipios, barrios 
y otras entidades autónomas como ejidos o pueblos y comunidades indígenas para gestionar las fuentes de energía. 
Esto incluye un sistema de planeación, interconexión, distribución efectiva y financiamiento para su desarrollo. En 
otras palabras, el Estado puede ser el rector de la transición, pero no debe convertirse en el único gestor, sino en el 
facilitador de un modelo de comunidades rurales y urbanas autónomas energéticamente.

Estrategias de 
defensa de derechos 
humanos

Instrumentos para el acceso a la información y la protección a personas defensoras ambientales, como el Acuerdo de 
Escazú o los estatutos de consulta indígena tipificados en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), ofrecen salvaguardas con las que las comunidades pueden exigir al Estado que garantice el respeto de los 
derechos humanos. Sin embargo, estas son tan solo herramientas reactivas que no terminan de abordar o solucio-
nar el problema de raíz. Ante esta situación, estos instrumentos jurídicos pueden ser utilizados como estrategias de 
defensa, pero no pueden convertirse en estrategias viables para diseñar una transformación energética efectiva en el 
corto, mediano y largo plazo.

Derecho a la energía 
y reducción de 
pobreza energética

Una recomendación clave que se recupera del trabajo de Bertinat y Chemes (2020) es entender la energía como un 
derecho. Sin embargo, se considera que este derecho debe entenderse como un bien común (commons) que garan-
tice una forma de tomar decisiones sobre el proceso, la gobernanza, el diseño y la operación de los sistemas ener-
géticos. Desmercantilizar la energía es un paso fundamental para asegurar la transformación energética. Este pro-
ceso no debe dejar la instrumentación de un derecho a la energía solo como una responsabilidad estatal, pues esto 
termina por convertirse en proyectos nacionalistas que centralizan el poder en el Estado (casos de Ecuador y Bolivia). 
Además, ante el colapso climático, la dependencia de los gobiernos hacia los combustibles fósiles como fuentes de 
ingresos supone un riesgo de perpetuar y encadenar (lock-in) el uso de combustibles fósiles indefinidamente. Por lo 
tanto, el derecho a la energía debe entenderse como un derecho hacia su gestión autónoma que surja desde el terri-
torio, comunidades y grupos rurales o urbanos. 
De igual manera, reducir la pobreza no debe traducirse en un aumento de la generación de energía, sino que se de-
ben desarrollar políticas y regulaciones que impliquen la reducción del uso de energía en sectores como el transporte 
de carga y el autotransporte individual, la industria y la mercadotecnia; al mismo tiempo que aumentan la energía 
en sectores como el residencial, los servicios básicos y el transporte masivo. Esta redistribución debe enfocarse en las 
cuatro preguntas que se identificaron como esenciales para la transición energética justa.

Democratizar la 
energía

Aumentar la participación de ciudadanos, barrios, comunidades indígenas rurales y urbanas en el diseño, propiedad 
y despliegue de energías renovables a través de esquemas que conduzcan progresivamente hacia una forma de so-
beranía energética. Retomando el punto anterior, el derecho a la energía debe entenderse como Henri Lefebvre des-
cribió el derecho a la ciudad: como una lucha constante por reafirmar la autogestión colectiva del espacio, más allá 
del Estado y del mercado. La democratización de la energía es una forma no solo de asegurar la participación, sino 
de reducir los enormes impactos de la centralización de energía, y de empoderar a barrios, zonas y otros lugares en 
la autogestión de su territorio.
Una política estratégica que aplica para toda la región es la de promover políticas públicas, reformas a leyes y regla-
mentos, y el desarrollo de otros instrumentos que permitan apoyar la autodeterminación de los pueblos indígenas, 
originarios y campesinos en su derecho a decidir sobre la gestión, el diseño, las formas de propiedad y las fuentes de 
energía. Lo anterior implica diseñar instrumentos de política pública para descentralizar el sector eléctrico —una de-
mocratización que conduzca a la gestión y diseño colectivo y local de la transición energética—. Este proceso debe 
articularse con los movimientos de personas y grupos que buscan reivindicar su derecho a través de la lucha y la de-
fensa del territorio, así como con aquellos que han sido afectados por la minería y los megaproyectos. Estos princi-
pios son la base de iniciativas que en el corto y mediano plazo podrían conducir a un modelo de soberanía energé-
tica enraizada en distintos territorios.
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Tabla 3
Propuestas de políticas transformativas

Orientación Descripción

Fomento y 
fortalecimiento 
de las cadenas de 
valor locales

Desarrollar y fortalecer las cadenas de valor e innovación para aprovechar los recursos locales y dejar de lado el rol 
de la región como un territorio puramente extractivista. Este proceso debe incorporar tecnologías a pequeña escala 
para maximizar los beneficios locales, fomentar la electrificación rural y la descarbonización de las ciudades, y que a 
su vez permitan diseñar modelos de gobernanza descentralizados en donde las poblaciones locales tengan prioridad 
para el aprovechamiento de los recursos energéticos y territoriales. 
Parte esencial de las acciones transformativas para la región reside en localizar y fortalecer el desarrollo de econo-
mías locales, reducir los tiempos y distancias de los traslados, y localizar la producción de comida, energía y otros sa-
tisfactores básicos. Lo anterior no solo implica una progresiva desglobalización de la economía, sino que es el punto 
de partida de un modelo que tiene importantes beneficios a nivel local, así como a distintas escalas, pues reduce la 
enorme dependencia hacia los combustibles fósiles, reproduce principios de límites y suficiencia, y reduce la influen-
cia de las economías más grandes en los procesos de toma de decisiones a nivel nacional.

Prohibición del 
fracking

Una de las acciones fundamentales en toda ALyC debe ser lograr que se prohíba la técnica de extracción por fractu-
ración hidráulica o fracking. Como ya se mencionó, la región, principalmente el sur del continente y México, tiene re-
servas significativas de petróleo y gas de lutitas, por lo que se debe cuestionar la lógica de la seguridad energética 
por medio del fracking y otras técnicas que perpetúan el uso de combustibles fósiles.

Litigios climáticos

Prestar atención a la agenda de los litigios climáticos en la región. Según la Asociación Interamericana para la De-
fensa del Ambiente (Ruiz, 2021), en ALyC se han registrado alrededor de 50 casos que formarán parte de la plata-
forma de litigio climático, siendo México, Brasil, Colombia y Chile los países en donde se han presentado más de-
mandas. Lo anterior ejemplifica un espacio en el que la defensa del territorio y la crisis climática pueden encontrar 
una forma de articularse. Esta tendencia es una forma en que los atentados contra las vidas de las defensoras y los 
defensores del medio ambiente pueden articularse en el desarrollo de políticas públicas que busquen proteger a es-
tas personas y, al mismo tiempo, frenar (aunque sea temporalmente) proyectos extractivos y megaproyectos de in-
fraestructura. Es importante recalcar que esta no es una estrategia de transferencia a largo plazo, pero la defensa del 
territorio sí puede articularse con otras iniciativas de soberanía energética a nivel local.

Coordinación 
internacional

Coordinar a las Secretarías de Estado y Ministerios encargados de definir la política exterior de los países de la región 
con la finalidad de crear un frente de naciones cuya acción en la comunidad internacional esté basada en el principio 
de responsabilidades comunes pero diferenciadas, así como en el reconocimiento de una deuda climática. Con ello, 
los países históricamente sobredesarrollados y responsables de la crisis climática deberían asumir la responsabilidad 
de mitigar los impactos del colapso climático y proveer de fondos para la adaptación en países altamente vulnerables 
a los efectos de la crisis, en particular en pequeñas naciones insulares, costeras y con altos impactos asociados al ex-
tractivismo histórico (como el caso de Haití).
Promover la firma de un pacto eco-social en la región y poner la economía del cuidado en el centro de la discusión 
podrían sentar las bases para crear políticas estratégicas que aborden el debate de justicia climática y energética 
desde un punto de vista decolonial y con perspectiva de género.

Incentivar y promover 
la discusión sobre la 
transición energética

Incorporar a la discusión de transición energética a distintos actores y sectores para construir una visión más amplia, 
donde se transversalice principios de justicia, decolonialidad, género y derechos humanos. Superar las propuestas 
que solo consideren la sustitución de una tecnología por otra, para avanzar hacia una transformación de las interac-
ciones y las relaciones sociedad-naturaleza-energía.

Fuente: elaboración propia
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CONCLUSIONES

La transición energética en ALyC está inscrita en un proceso de integración global capitalista. La 
región ha sufrido durante siglos un proceso de extracción y primarización de la economía que se 
ha visto exacerbado por el incremento en la demanda de minerales por parte de China desde 
comienzos del presente siglo. El avance de las políticas de descarbonización en América del 
Norte y otras políticas climáticas del Norte Global suponen una continuación de este modelo que 
reconfigura el territorio del Sur Global al producir zonas de sacrificio que serían necesarias para 
una transición energética.

Como se ha establecido en este documento, no solo se trata de que los países no pueden atender 
el colapso climático de manera individual, sino de que las propuestas de transformación deben 
estar arraigadas en un contexto histórico frente a los impactos del cambio climático y las desigual-
dades actualmente existentes, inscritas en los diseños, la infraestructura, las políticas y la opera-
ción de los sistemas energéticos. 

Utilizar un marco de referencia decolonial deja ver que: a) las propuestas afirmativas que buscan 
impulsar la transición energética como una sustitución de tecnologías, aumento de la eficiencia y 
financiarización de la naturaleza son insuficientes y al mismo tiempo suponen la creación de nue-
vas desigualdades; b) la justicia energética y climática debe enmarcarse en un contexto decolonial 
para el reconocimiento de los sujetos y las posibles desigualdades inscritas en el modelo de desa-
rrollo, y c) por las dos razones anteriores, la transición y transformación energética justa debe 
arraigarse en la perspectiva de que la energía —entendida como una relación, un derecho colec-
tivo y un bien común— debe conducir a la emancipación, a la autonomía y a la autogestión de 
las personas.

Se hizo un esfuerzo consciente por no emitir recomendaciones sobre modificaciones a las legisla-
ciones nacionales para actualizar el marco de referencia de los países, integrar coordinaciones 
institucionales o incrementar la ambición en ciertos ámbitos de las metas climáticas como las 
NDC. Se consideró que existen y proliferan alternativas que ya proponen este tipo de políticas. En 
cambio, se hizo particular énfasis en la importancia de desarrollar y proponer políticas públicas 
específicas por país tomando en cuenta el contexto político (es decir, desde una visión pragmáti-
ca de que es posible avanzar sin que se experimenten retrocesos ante los cambios de gobierno), 
y siempre pensando que las acciones propuestas aquí pueden y deben contribuir a entender la 
energía como un derecho colectivo, como un bien común y como una relación que propicie la 
autogestión, la autonomía, la democracia y la emancipación tanto del mercado (en el corto plazo) 
como del Estado y sus instituciones (en el mediano y largo plazo).
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TENDENCIAS REGIONALES Y ORIENTACIONES DE POLÍTICA PÚBLICA PARA UNA TRANSFORMACIÓN ECO-SOCIAL

ANEXO 1
Propuestas de Bertinat y Chemes para una 
transformación social y ecológica

En este anexo se abordan las posibilidades de pasar de un discurso hegemónico de la transición 
energética a uno que promueva y sustente una transformación energética en la región a partir del 
análisis de Bertinat y Chemes (2020). Se presenta en formato de tabla con el objetivo de recuperar 
las propuestas de política pública formuladas por los autores y profundizar en algunos casos, reto-
mando como principio rector la transformación energética hacia un modelo descentralizado, demo-
crático, descarbonizado y autónomo. La Tabla 4 retoma los seis puntos esenciales planteados por 
los autores, junto con la discusión de los apartados anteriores, para identificar las cuestiones clave 
que pueden ayudar a desarrollar propuestas de política pública para ALyC.

Tabla 4
Propuestas para una transformación energética a partir del análisis de Bertinat y Chemes

Factores de la 
transición/transfor-
mación 

Propuestas de Bertinat y Chemes (ByC) (2020) 
con políticas públicas

Propuestas de modificación o extensión desde 
la visión de la justicia climática

Desmercantilización

Desmercantilizar la energía es el punto central de la pro-
puesta. Implica codificar la energía como un derecho:
- Revisar marcos normativos y legales.
- Integrar las cadenas de valor con lógica social y física.
- Revisar las estructuras de subsidios.
- Atacar las causas de la pobreza energética.
- Analizar externalidades.
- Desarrollar políticas democráticas de uso de la energía.

La propuesta que se sugiere es ver la energía como un 
bien común, como un derecho colectivo. 
Desarrollar políticas que conduzcan a la soberanía ener-
gética retomando las políticas que proponen ByC. El tér-
mino soberanía energética alude a proyectos políticos y 
visiones tendientes a una generación, distribución y con-
trol justos de las fuentes de energía por parte de comu-
nidades movilizadas tanto urbanas como rurales, con 
fundamentos ecológicos y culturales, en formas que no 
afecten negativamente a otras u otros, y respetuosas con 
los ciclos ecológicos. 

Satisfacción 
de necesidades 
humanas

Poner en el centro del debate la satisfacción de necesida-
des básicas por medio de:
- Desarrollo de normativas para la obsolescencia pro-

gramada.
- Difusión masiva de análisis del ciclo de vida de los pro-

ductos.
- Prohibición o restricción de la publicidad de ciertas ra-

mas de productos.
- Desarrollo de cadenas cortas de producción priori-

zando lo local.

Es importante hablar tanto de pobreza energética como 
de desigualdades de energía en el sector residencial, 
pero también de los desequilibrios entre sectores (trans-
porte, industria y comercio). Las propuestas de ByC se 
enfocan en redistribuir el consumo de energía, pero de-
jan de lado la cuestión de la suficiencia en el contexto 
de pobreza energética. Es esencial definir límites locales 
para el uso, el consumo y la forma de producir energía.

Modificación de la 
matriz energética

Las propuestas de ByC consisten en:
- Desarrollar herramientas que permitan visualizar los be-

neficios sociales de la eficiencia energética.
- Monitorear el descenso neto de la utilización de energía.
- Acordar la no explotación de recursos hidrocarburíferos 

no convencionales y convencionales en áreas de riesgo.
- Acordar un sendero de abandono de los combustibles 

fósiles.
- Acordar procesos de aceptación socioambiental de em-

prendimientos de energías renovables.
- Abandonar el uso de la energía nuclear con fines eléc-

tricos.

Parece ser el punto central de la propuesta de ByC, pero 
paradójicamente sus recomendaciones son muy laxas. 
Cambiar la matriz energética debe configurarse en tér-
minos de escala, de gobernanza y diseño, así como de 
participación y reconocimiento de las injusticias existen-
tes. La transición energética debe atender las inequida-
des en las formas en que se produce la energía, y para 
ello lo primero que debe suceder es desvincular la gene-
ración de energía del crecimiento económico. Asimismo, 
es importante hablar de la importancia de dónde y cómo 
colocar proyectos de energía. La aceptación o la distri-
bución de beneficios pueden ser herramientas que per-
mitan afirmar el sistema existente, incluso bajo un marco 
de derechos humanos y de consulta previa (con base en 
el Convenio 169 de la OIT).
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Tabla 4
Propuestas para una transformación energética a partir del análisis de Bertinat y Chemes

Factores de la 
transición/transfor-
mación 

Propuestas de Bertinat y Chemes (ByC) (2020) 
con políticas públicas

Propuestas de modificación o extensión desde 
la visión de la justicia climática

Redistribución 
de la energía

La energía no es un fin en sí mismo, nos recuerdan ByC: 
debería ser, más bien, una herramienta para mejorar la 
calidad de vida. Para ello proponen:
- Establecer cuotas máximas y mínimas de uso de ener-

gía de acuerdo con el contexto climático.
- Establecer un rápido programa de eliminación de po-

breza energética.
- Vincular las políticas de hábitat con las energéticas.
- Restringir usos suntuarios de la energía.

Esta propuesta se puede mejorar en dos sentidos: cues-
tionar el papel del Estado en la transición, e identificar 
las formas de producción de soberanía energética. Es im-
perativo incluir un programa de eliminación de la po-
breza energética, pero la pregunta es ¿cómo? En países 
como México o Perú, el combate a la pobreza energética 
puede implicar recaídas en los combustibles sucios, cons-
trucción de más infraestructura y centralización del Es-
tado, lo que podría obstaculizar la democratización del 
sector.

Modificación del 
modelo productivo

Transformar el sistema energético requiere transformar 
el modelo productivo. Esto implica que, en un futuro 
próximo, diversos sectores productivos tendrán menor 
peso, mientras otros posiblemente deban crecer. Para 
ello se propone:
- Establecer el plazo para el fin del uso de los vehículos 

individuales de combustión interna.
- Establecer un proceso de cambio modal del transporte 

de carga.
- Establecer circuitos máximos de circulación de mer-

cancías.
- Analizar las áreas de producción material sobre las cua-

les debieran establecerse plazos para su disminución.
- Desarrollar nuevas áreas de producción y servicios que 

sean menos intensivas energéticamente.

Las políticas públicas deben apuntar hacia la descentra-
lización del sector de la energía eléctrica, reformular el 
transporte público hacia modalidades bajas en emisio-
nes, y evitar la sustitución de autos individuales de com-
bustión interna por autos eléctricos. El modelo no moto-
rizado debe prevalecer en las ciudades, mientras que el 
transporte de carga debe reducir los viajes de larga dis-
tancia al localizar las formas de producción. Lo anterior 
es una cuestión de eficiencia, pero también de suficien-
cia local.

Localización y 
democratización

El desafío reside en pensar qué tecnologías son adecua-
das para soportar procesos de democratización y cómo 
gestar una base tecnológica que subsidie procesos de in-
clusión social. En este sentido, los autores proponen: 
- Avanzar en procesos de información y formación.
- Desarrollar estrategias de poder.
- Repensar las tecnologías.

Descentralización y democratización son dos puntos 
clave, pero no por ello conducen a una emancipación. 
Para lograrla, las políticas que impulse el Estado de-
ben avanzar hacia una autonomía energética por re-
giones, municipios, barrios y comunidades tanto urba-
nas como rurales. Las propuestas de ByC son atinadas 
en este sentido.

Fuente: modificado a partir de Bertinat y Chemes (2020).
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TRANSICIÓN ENERGÉTICA EN 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

Las posibilidades de pasar de un discur-
so hegemónico de la transición energé-
tica a uno que promueva y sustente una 
transformación energética en la región 
dependen de factores como la desmer-
cantilización de la energía, la reorienta-
ción de la óptica mercantil hacia una de 
satisfacción de necesidades humanas, la 
modificación de la matriz energética, la 
redistribución de la energía con restric-
ciones a los usos suntuarios, la modifi-
cación del modelo productivo, y la lo-
calización y democratización de la base 
tecnológica en un sentido inclusivo.

La transición energética en ALyC está 
inscrita en un proceso de integración 
global capitalista. La región ha sufrido 
durante siglos un proceso de extracción 
y primarización de la economía que se 
ha visto exacerbado por el incremento 
en la demanda de minerales por parte 
de China desde comienzos del presente 
siglo. El avance de las políticas de des-
carbonización en América del Norte y 
otras políticas climáticas del Norte Glo-
bal suponen una continuación de este 
modelo que reconfigura el territorio del 
Sur Global al producir zonas de sacrifi-
cio que serían necesarias para una tran-
sición energética.

Las propuestas afirmativas que buscan 
impulsar la transición energética como 
una sustitución de tecnologías, aumen-
to de la eficiencia y financiarización de 
la naturaleza son insuficientes y al mis-
mo tiempo suponen la creación de nue-
vas desigualdades, por lo que la justicia 
energética y climática debe enmarcarse 
en un contexto decolonial para el reco-
nocimiento de los sujetos y las posibles 
desigualdades inscritas en el modelo 
de desarrollo. En conclusión, la transi-
ción y transformación energética justa 
debe fundarse en la perspectiva de que 
la energía debe conducir a la emancipa-
ción, a la autonomía y a la autogestión 
de las personas.

Tendencias regionales y orientaciones de 

política pública para una transformación eco-social


